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MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL

RESOLUCIÓN NÚMERO

(




 )

“Por la cual se modifica la Resolución 1045 de 2003, en cuanto a los plazos para iniciar la ejecución  de los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos –PGIRS y se toman otras determinaciones”
RESOLUCION  NÚMERO 
     
          DEL                                     Hoja No. 3

RESOLUCION 0477 DEL 29 DE ABRIL DE 2004

“Por la cual se modifica la Resolución 1045 de 2003, en cuanto a los plazos para iniciar la ejecución  de los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos –PGIRS  y se toman otras determinaciones”

EL MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL

En ejercicio de las facultades conferidas en los numerales 2,10 y 11 del artículo 5 de la ley 99 de 1993, el numeral 2.1 del artículo 2 de la Ley 142 de 1994 y el Artículo 8°  del Decreto 1713 de 2002,  y

CONSIDERANDO

Que la Constitución Política determina en los artículos 79, 80 y en el numeral 8° del artículo 95, la obligación del Estado de proteger la diversidad del ambiente, de prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental y el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano; igualmente establece como deber de las personas y del ciudadano proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano.

Que los numerales 2, 10, 11 del artículo 5° de la Ley  99 de 1993 precisan como funciones del Ministerio del Medio Ambiente, el regular las condiciones generales para el saneamiento del medio ambiente, determinar las normas ambientales mínimas y las regulaciones de carácter general sobre medio ambiente a las que deben sujetarse los centros urbanos y asentamientos humanos y en general todo servicio o actividad que pueda genera directa o indirectamente daños ambientales, y dictar regulaciones de carácter general tendientes a controlar y reducir las contaminaciones geosférica, hídrica del paisaje, sonora y atmosférica en todo el territorio nacional. 

Que el artículo 8° del Decreto 1713 de 2002 modificado por el Decreto 1505 del 4 de junio de 2003, en relación con los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos -PGIRS determina la obligatoriedad de las entidades territoriales de elaborar y mantener actualizado el Plan Municipal o Distrital para la Gestión Integral de los residuos o Desechos Sólidos, de acuerdo a la metodología establecida por este Ministerio y que el plazo máximo para la elaboración e iniciación de la ejecución del PGIRS es de dos (2) años contados a partir de la fecha de publicación de la metodología que para el efecto expida el Ministerio de Ambiente, Vivienda y  Desarrollo Territorial. 

Que el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial expidió la Resolución 1045 del 26 de Septiembre de 2003, “Por la cual se adopta la metodología para la elaboración de los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos -PGIRS y se toman otras determinaciones”

Que en el numeral 1 del artículo 10 de la Resolución 1045 de 2003, se determinó a los municipios con población mayor de 100.000 habitantes, el plazo hasta el 1 de mayo de 2004  para dar inicio a la ejecución de los PGIRS.

Que se hace necesario modificar el plazo para que los Municipios con población mayor de 100.000 habitantes, den inicio a la ejecución  de los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos, en razón de la complejidad que representa la formulación de los mismos y el avance que dichos municipios han logrado hasta la fecha, de acuerdo a lo manifestado a esta entidad, al igual que incluir el plazo para los municipios que conforman las áreas metropolitanas, los cuales quedarán conforme se determine en la parte resolutiva del presente acto administrativo.

Que en mérito de lo expuesto,

RESUELVE

ARTICULO 1.- Modificar el artículo 10 de la Resolución 1045 de 2003, el cual quedará así:

“ARTICULO 10.- Plazos para dar inicio a la ejecución  de los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos -PGIRS.- Los plazos para iniciar la implementación de los PGIRS formulados son los siguientes:

1. Municipios con población mayor de 100.000 habitantes hasta el 1 de septiembre de 2004.

2. Municipios con población entre 50.000 y 100.000 habitantes hasta el 31 de enero de 2005.

3. Municipios con población menor de 50.000 habitantes 2 años a partir de la publicación de la Resolución 1045 de 2003.

Parágrafo: Cada uno de los municipios que conforma las áreas metropolitanas deberá cumplir individualmente con los plazos establecidos en el presente artículo.  No obstante lo anterior, dichos municipios podrán presentar un PGIRS para toda el área metropolitana, en cuyo caso el plazo para dar inicio a la implementación del Plan será el establecido para el municipio de menor población que conforme el área”

ARTICULO 2.-  Confirmar en los demás términos y condiciones la Resolución 1045 de 2003.

ARTÍCULO 3.-  Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bogotá, D. C. a 

SANDRA SUAREZ PEREZ

Ministra 

Elaboró: Magda Correal/Roberto Parra/ Stella Rodríguez

Revisó: Cesar Rueda/Gloria Acevedo/Maria H. Romero/Meira Rojas

Decreto 1347 de 2001 en el numeral 3 del artículo 3 determina:

Artículo 3. Impedimentos para concursar como curador urbano. No podrán concursar para curadores urbanos: 1. Quienes en el desempeño de su cargo, y por falta disciplinaria, hayan sido destituidos, suspendidos o multados. 2. Quienes hayan demostrado ineficiencia en la prestación del servicio al no pronunciarse sobre las solicitudes de licencia en los términos previstos en el numeral 3 del artículo 99 de la ley 388 de 1997. Se considera que hay ineficiencia cuando se compruebe que una o más solicitudes fueron aprobadas mediante la protocolización del silencio administrativo positivo. 3. Quienes hayan demostrado desconocimiento o falta de acatamiento de las normas urbanísticas aplicables a los proyectos sometidos a su estudio y aprobación. Se considera que existe desconocimiento o falta de acatamiento de las normas urbanísticas cuando una o más de las licencias expedidas por el curador hayan sido revocadas o anuladas por esta causa. 

Sobre el particular, no puede perderse de vista que la estructura de la financiación diseñada por el legislador para uno y otro caso presenta unas particularidades diversas, que deben verse reflejadas en la cuantía que finalmente se obtenga y que provienen del diseño de todo un sistema de seguridad social integral.

La forma en que se ha dispuesto la utilización de los recursos provenientes de las cotizaciones de los afiliados, sus rendimientos, la participación del empleador, cuando se trata de un trabajador, los posibles subsidios estatales, entre otras fuentes, es decir, los distintos componentes financieros que deben entrar a formar parte de la financiación de las prestaciones establecidas y para su determinación, generan unos mínimos y máximos de protección que suponen que no todos los casos sean tratados en forma igual, en términos de igualdad matemática, sin distingos de la realidad material de cada situación que se analice, más bien deben responder al propósito estatal de brindar, con la mayor cobertura posible, en las mejores condiciones de protección, según las posibilidades económicas del estado y de los beneficiarios del sistema, el amparo contra las contingencias que atenten contra la salud y la capacidad económica de las personas, para lograr un bienestar individual que redunde en uno general.

Entonces, si bien, el contenido normativo acusado per se no vulnera el ordenamiento superior, en cuanto a su aplicación al caso de la invalidez por riesgo profesional, generando unas consecuencias propias y exclusivas dentro del sistema general de riesgos profesionales, su inaplicación para el riesgo común crea una diferencia que deriva de la estipulación misma de la financiación de la pensión de invalidez por ese riesgo.




